	Fecha
	16 de abril de 1962
	Sesión número
	17

	Motivo: Amparo

	Recurrente: CARLOS LUIS JIMÉNEZ ÁVILA

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE ALAJUELA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que le fue otorgado un permiso para instalar una Roc-kola en su establecimiento, el cual estableció las condiciones en que debía operar el aparato, siendo que no levantara el volumen y que no se prestara para bailes de orden público con carácter comercial. Que del día a la noche se ordenó la clausura de su Roc-kola. Alega violación de los artículos 33 y 56 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que dio permiso al recurrente para instalar la rockola como un acto de tolerancia, condicionado al funcionamiento racional del aparato, para evitar ruidos al vecindario, y a la prohibición de su uso para bailes públicos. Que recibió denuncia por escrito del cura Párroco del lugar por la forma escandalosa como operaba la rockola. Que revocó el permiso de conformidad con la Ley sobre Venta de Licores, que lo faculta para revocar el permiso en cualquier instante.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar.  El Gobernador de Alajuela - fundado en las disposiciones de la Ley Sobre Venta de Licores N° 10 de 7 de octubre de 1936 - ejecutó un acto legítimo, puesto que se basó en una disposición legal, y en consecuencia no ha sido arbitrario o abusivo su proceder, al revocar el permiso concedido al recurrente.


N° 17
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día dieciséis de abril de mil novecientos sesenta y dos, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Elizondo, Ramírez, Ávila, Acosta, Soto, Fernández, Jiménez, Jugo, Porter y los suplentes Loría y Monge.
Artículo VI
Se conoció del recurso de Amparo establecido por Carlos Luis Jiménez Ávila, contra el señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, en el cual el recurrente alega: “1.-  Con fecha veinte del mes de octubre de mil novecientos sesenta y uno, el señor Gobernador de esta provincia, don Luis Sibaja García, me otorgó un permiso para instalar una Roc-kola en un establecimiento de mi propiedad ubicado en el centro de San Rafael de aquí.  Ese permiso como es lógico suponerlo, estableció las condiciones básicas en que debía operar el aparato, siendo su principal condición, que no levantara el volumen y que no se prestara para bailes de orden público con carácter comercial. 2.- Todas las condiciones indicadas por el señor Gobernador en su nota de permiso, fueron acatadas y cumplidas por el suscrito. He cumplido igualmente, los extremos de las leyes, sin caer dentro del campo de las infracciones por faltas de policía ni por ninguna otra naturaleza.  De tal suerte, que considero señor Juez, encontrarme protegido en todos los extremos por los mandatos legales existentes. 3.- Una vez que el señor Gobernador me otorgó el permiso de referencia, obtuve por medio de compra, el aparato a que se contrae la nota de la Gobernación N° 684 D, de veinte de octubre del año pasado, lo que ha demandado una inversión de mi parte de doce mil colones, lo que demuestra el gasto desmedido que me vi precisado a hacer.  Así fue instalada la Roc-kola. 4- El día jueves veintidós del mes que cursa, a eso de las diecisiete horas, el señor Agente Principal de Policía de San Rafael de Ojo de Agua, recibió una nota ordenado la clausura de mi Roc-kola, es decir, que del día a la noche, se me daban instrucciones para eliminar los alcances del permiso que me habían dado.  Esa situación trajo como consecuencia, que mi inversión de doce mil colones, se encuentra pronta a sufrir la quiebra propia de su inacción. Pero es lo cierto que en varios distritos de Alajuela, funcionan Roc-kolas y el señor Gobernador no las ha clausurado.  Acción y Derecho.  El procedimiento del señor Gobernador, viene a ser contrario a los mandatos del artículo 56 de la Constitución Política en vigencia. Además, viola los alcances del artículo 33 del mismo Estatuto Fundamental de la República, ya que se me han negado derechos que a otros se les otorga.  Es decir el principio fundamental de que todo hombre es igual ante la ley, ha venido a sufrir un colapso en mi perjuicio con el proceder del señor Gobernador de la Provincia.  De tal manera, que he dispuesto establecer el Recurso de Amparo que la ley me confiere, para obtener de nuevo el derecho al funcionamiento de la Roc-kola a que me he venido refiriendo.- Fundo esta acción en los artículos 33, 56 y siguientes del Código Fundamental de la República, es decir, en la Constitución Política vigente.  Asimismo, en lo que establecen los artículos 1° y 2° y siguientes de la Ley N° 1161 de 2 de junio de 1950 – mil novecientos cincuenta.  Con fundamento en lo que antes me he permitido expresar y las leyes invocadas, me presento ante usted señor Juez, estableciendo formal recurso de amparo contra el señor Gobernador de la Provincia, don Luis Sibaja García, para que en resolución se le ordene a dejar sin efecto su nota de cancelación del permiso otorgado para la explotación de la Roc-kola en el negocio de mi propiedad. Pido a usted solicitar los informes respectivos, ya que el suscrito está perdiendo por día un promedio de sesenta y cinco colones por día, al prohibirse una actividad lícita y comercial.  Pido dejar sin efecto la resolución de la autoridad indicada y declarar con lugar este recurso de amparo.”

Solicitado el informe de ley, el señor Gobernador manifiesta: “En acto que podría calificarse de tolerancia, di permiso al señor Carlos Luis Jiménez Ávila para que instalara una “Rockola” en su establecimiento de licores en San Rafael de Alajuela, distrito VIII de este cantón central, condicionado al funcionamiento racional de ese aparato, para preservar al vecindario contra la molestia de los ruidos y a la prohibición de su uso para bailes públicos.-  El permiso lo concedí el 20 de octubre último sin que, hasta el 21 de marzo próximo pasado, se presentara queja alguna.  En esa fecha recibí la denuncia por escrito del señor cura Párroco del lugar Presbítero Claudio Murillo C., presentada personalmente en la Gobernación, por la forma escandalosa como operaba la rockola, señuelo, según su versión, para perturbar el orden público y para perjudicar la obra del bien moral y social que se viene realizando en ese lugar.-   En consecuencia, ante la seriedad de esa queja, comprobatoria del incumplimiento de las condiciones previstas en el permiso, procedí a revocarlo. Aspecto legal del asunto: En los establecimientos públicos de licores no se permiten juegos (ni aún autorizados por la ley), ni espectáculos o diversiones.  Artículo 22 de la Ley sobre Venta de Licores # 10 de 7 de octubre de 1939 y sus reformas.  El artículo 23 ibídem, establece dos excepciones, pero únicamente para las capitales de provincia y cabeceras de cantón: La instalación de billar y la de que “se tenga alguna música”, en los días sábados, de las seis de la tarde a las diez de la noche, siempre que se observe orden.  La propia ley faculta a la autoridad para revocar el permiso en cualquier instante.  Aclara que califica el permiso referido como acto de tolerancia, en virtud de que, realmente, la ley no autoriza esa excepción para establecimientos de licores en los distritos, como es el caso del señor Jiménez Ávila. Y se permite con la venia de esa Corte, citar al respecto a Bielsa, Padre del Derecho Administrativo Argentino: “Considérase permiso a una autorización especial que se da a determinada persona, respecto a la cual se le exceptúa de una prohibición dada.  Esta excepción, de acuerdo con los principios generales que regulan el poder reglamentario, no puede ser arbitraria ni injustamente acordada; ella debe tener causa legítima y previamente justificada.  El permiso se da en interés personal.  De una manera general la autoridad revoca el permiso otorgado bajo condición, en caso de inexistencia o de incumplimiento de la condición; en fin, cuando así conviene al interés general que la Administración Pública juzga.  La autoridad puede revocar el permiso en virtud de la misma facultad que ha usado al concederlo.  Se trata de un acto unilateral en el sentido de que no obliga a la Administración Pública. (Fallos de la Corte Suprema, CLXXVIII, 372). (Principios de Derecho Administrativo, Segunda Edición, 1949- Páginas 689 y 690)”. Artículos Nos. 33 y 56 de la Constitución Política: Por lo anteriormente expuesto considera el suscrito que, ni el derecho individual de igualdad ante la ley, ni el social del trabajo, han sido siquiera rozados con motivo de la revocación del permiso otorgado al señor Jiménez Ávila, que origina el presente recurso de amparo, el cual, muy respetuosamente solicita se declare sin lugar.”

Discutido ampliamente el caso, se declaró sin lugar el recurso, por las razones expuestas a continuación: “Primera: El recurrente Carlos Luis Jiménez expone que el veinte de octubre de mil novecientos sesenta y uno, el señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, don Luis Sibaja García, le otorgó un permiso para instalar una rockola en un establecimiento de propiedad del recurrente, ubicado en San Rafael de Ojo de Agua. Que ese permiso estableció las condiciones en que debía operar el aparato, siendo su principal condición, que no levantara el volumen y que no se prestara para bailes públicos con carácter comercial.  Que todas las condiciones indicadas por el señor Gobernador en su nota de permiso fueron acatadas y cumplidas por el exponente; que una vez obtenida la autorización, adquirió por compra la rockola, lo que le demandó una inversión de doce mil colones, instalándola luego.  Que el jueves veintidós del mes de marzo último, a eso de las diecisiete horas, el señor Agente Principal de Policía de San Rafael de Ojo de Agua, recibió una nota en que se le ordenaba la clausura de la rockola, es decir que del día a la noche, se le daban instrucciones para eliminar el permiso que se le había dado al recurrente.  Que en varios distritos de Alajuela funcionan rockolas y el señor Gobernador no las ha clausurado.  Que el procedimiento del señor Gobernador es contrario a los artículos 33 y 56 de la Constitución Política y en consecuencia establece recurso de amparo en su contra.  Segunda: En su informe dirigido a la Corte, el Gobernador de Alajuela manifiesta que por un acto que podría calificarse de tolerancia, dio permiso al recurrente para que instalara una rockola en su establecimiento de licores en San Rafael de Ojo de Agua, condicionado a un funcionamiento racional del aparato y a la prohibición de su uso para bailes públicos.  Que el permiso lo concedió ese funcionario el veinte de octubre último, sin que hasta el veintiuno de marzo próximo pasado se presentara queja alguna, pero en esa fecha recibió la denuncia por escrito del señor párroco del lugar, presbítero Claudio Murillo C., por la forma escandalosa en que se hacía uso de la rockola, con perjuicio del orden público y la obra de bien moral que se viene realizando en ese lugar.  Que ante la seriedad de la queja, comprobatoria del incumplimiento de las condiciones previstas en el permiso, procedió a revocarlo.  Que en los establecimientos públicos de licores no se permiten juegos (ni aún los autorizados por la ley), ni espectáculos o diversiones.  Artículo 22 de la ley sobre venta de licores N° 10 de 7 de octubre de 1936 y sus reformas.  Que el artículo 23 ibídem, establece dos excepciones, pero únicamente para las capitales de provincia y en las cabeceras de cantón.  La instalación de billar y la de que se tenga alguna música, en los días sábados, de las seis de la tarde a las diez de la noche, siempre que se observe orden.  Que la propia ley autoriza a la autoridad para revocar el permiso en cualquier instante. (Ver informe de la autoridad recurrida, del folio 7). Tercera: Se alega en el recurso violación de los artículos 33 y 56 de la Carta Fundamental, pero es lo cierto que no se ha producido transgresión de ninguno de esos dos cánones, pues el primero de ellos  prescribe que todo hombre es igual ante la ley, y el segundo establece que el trabajo es un derecho del individuo y una obligación de la sociedad.  Que el Estado debe procurar que todos tengan ocupación honesta y útil, debidamente remunerada, e impedir que por causa de ella se establezcan condiciones que en alguna forma menoscaben la libertad o la dignidad del hombre o degraden su trabajo a la condición de simple mercancía. El Estado garantiza el derecho de libre elección de trabajo.  Cuarta: Si el Gobernador de Alajuela revocó el permiso que le había dado al recurrente para la instalación y uso de la rockola, fundado en las disposiciones que cita de la ley sobre venta de licores N° 10 de 7 de octubre de 1936, reformada por leyes N° 361 de 24 de agosto de 1940, (en suspenso por Ley N° 182 de 1° de agosto de 1941), N° 14 de 30 de mayo y N° 2 de 10 de octubre de 1945, ejecutó un acto legítimo, puesto que se basó en una disposición legal, y en consecuencia no ha sido arbitrario o abusivo su proceder, al revocar o cancelar el permiso que le había concedido al recurrente para el uso de la rockola, ni puede decirse que por la actuación de dicho funcionario haya quedado el recurrente en situación de desigualdad ante la ley o que le haya sido vedado o limitado su derecho de trabajo.
